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1.- INTRODUCCIÓN: LA REFORMA DEL PROCEDIMIENTO                                   ADMINISTRATIVO

1.1.- OBJETO DE LA REFORMA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

Ley 30/1992. de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común sustituyó á la Ley de Procedimiento Adminis​trativo de 1.958, introduciendo una nueva regulación adaptada a los principios constitucionales y a la nueva organización territorial del Estado e incorporando avances significativos en la relación de las Administraciones con los ciudadanos. Sin embargo, durante sus ya seis años de aplicación se han suscitado algunos problemas que han llevado a plantear desde diversos sectores la necesidad de su modificación. 

Desde la propia Administración, los Tribunales de justicia y los distintos intervinientes de una o otra forma en el proceso administrativo, ponían de manifiesto distintas deficiencias como el sistema de recursos administrativos, la regulación del silencio administrativo, la lengua en la tramitación de los procedimientos, etc.

La  nueva Ley, 4/1999, partiendo de la bondad de la Ley 30/92, pues supuso un hito en nuestra legislación, la modifica ampliamente. En su Exposición de Motivos indica claramente que “el objeto de esta Ley de reforma se circunscribe a modificar los aspectos más problemáticos de la ley 30/92, según la opinión de la doctrina y los aplicadores del  derecho”. 

En concreto se introducen modificaciones en 40 de sus 146 artículos, fundamentalmente en cuanto a la regulación del procedimiento administrativo, lo que hace conveniente un estudio en profundidad del mismo, a lo que tiende el presente boletín. 

Las modificaciones sustanciales de la nueva ley, en relación al procedimiento administrativo, son las siguientes:

a) Simplificación del número de procedimientos: Se criticaba a la Ley 30/92 que, pese a su vocación unificadora, con ella no se lograba la evitar la multiplicidad de los procedimientos administrativos, pues no impedía la proliferación de normas reguladoras de otros procedimientos distintos, lo que daba lugar a la existencia de multitud de procedimientos especiales dispersos a los que o no se aplicaba la Ley o se hacía de forma supletoria, lo que producía una situación poco clara.  

La nueva Ley, prevé la simplificación del  número de procedimientos y la aplicación de su normativa a la mayor parte posible de ellos. En esta línea, en base a la obligación establecida en la Disposición Adicional Primera de la  Ley, se ha creado una Comisión técnica interministerial que pretende  reducir los “2.100” procedimientos administrativos a diez categorías,  lo que debe realizarse en el plazo de dos años.  

b) Agilización y tecnificación el procedimiento: Mediante la supresión de trámites innecesarios y el establecimiento, con carácter general, que los procedimientos en los que no se establezca un plazo específico, la administración deberá resolverlos en 3 meses, sin que, en ningún caso, pueda superar el de 6 meses. También se introducen modificaciones para hacer del procedimiento un instrumento más técnico, como nueva la regulación de la forma y lugares de interposición del recurso, adopción de medidas provisionales, convalidación de notificaciones, así como el acceso de los particulares a los registros, para facilitar la actuación del administrado.  

c) Nueva regulación del silencio administrativo: Se había criticado duramente su deficiente regulación en la Ley 30/92, que aun cuando se establecía su carácter positivo, la realidad era la contraria por las numerosas excepciones, además de la introducción del denominado “certificado de actos presuntos” tan criticado por la inseguridad jurídica que planteaba, al poder dictarse un acto expreso aun cuando resultara contrario a los efectos del silencio ya producido. Todo ello llevó decir a reputados autores como José María de Parada que la regulación del  silencio constituía un “ desastre sin paliativos”.

Se  modifica por tanto esta regulación acentuando el carácter positivo, exceptuándose solo cuando una norma con rango de ley o norma comunitaria establezca lo contrario; suprimiendo el tan denostado certificado de actos presuntos.

d) Nueva Regulación del sistema de recursos administrativos: La Ley 3/92 con la supresión del  tradicional sistema de recursos, mediante la eliminación del de reposición y alzada, sustituidos por el llamado recurso ordinario, que, a decir de la Doctrina, no daba solución adecuada a las distintas reclamaciones y producía el aumento de los contenciosos administrativos. La nueva regulación reforma profundamente el sistema volviendo, en cierta medida, a la anterior al introducir de nuevo los recursos de reposición y alzada.

e) Se modifica otros aspectos técnicos como la regulación de los supuestos de revisión y revocación de oficio, suprimiendo la potestad de la supresión de los actos anulables que podía dar lugar a situaciones de inseguridad jurídica

1.2.- APLICACIÓN DE LA NUEVA LEY.

1.2.1.- Entrada en vigor
La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el BOE, es decir el 14 de abril de 1999

Además, conscientes de la problemática que se produce debido a las modificaciones que se introducen, la Ley 4/99  impone al  Gobierno y las Comunidades Autónomas,  en el ámbito de sus respectivas competencias, la obligación de dictar las disposiciones de desarrollo y aplicación de la  Ley que resulten necesarias.

En concreto la, ya referida, “Disposición adicional primera” (Simplificación de procedimientos) establece las siguientes obligaciones al gobierno de la nación  y plazos a partir de la entrada en vigor de esta Ley, que deberá: 

1. En el plazo de un año, establecer las modificaciones normativas precisas en las disposiciones reglamentarias dictadas en la adecuación y desarrollo de la Ley 30/1992, para la simplificación de los procedimientos administrativos vigentes en el ámbito de la Administración General del Estado y de sus organis​mos públicos, atendiendo especialmente a la implantación de categorías generales de procedimientos, así como a la eliminación de trámites innecesarios que dificulten las relaciones de los ciudadanos con la Administración pública, que en ningún caso, podrán suponer una dis​minución o limitación de las garantías consagradas en esta Ley.

2. En el plazo de dos años, adecuar las normas reguladoras de los procedimientos al sentido del silencio administrativo establecido en la presente Ley.

3. En el plazo de dieciocho meses, remitir a las Cortes Generales el proyecto o proyectos de ley que resulten necesarios para regular los procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje sustitutivos de los recursos de alzada y de reposición.

4.  Crear, para el estudio y propuesta de las reformas anteriormente indicadas, una Comisión interministerial presidida por el Ministro de Administraciones Públicas.

Además, se extiende esta obligación a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, para que dentro de sus respectos ámbitos, adapten aquellos procedimientos en los que proceda modificar el sentido del silencio administrativo a lo establecido en la nueva Ley.

1.2.2.- Normativa de Derecho Transitorio:

Se establecen en sus dos Disposiciones Transitorias distintos aspectos de derecho transitorio que plantea la entrada en vigor de la nueva Ley.

A) Subsistencia de nor​mas preexistentes.

1. Hasta tanto no se lleven a efecto las adecuaciones en los plazos que se acaban de analizar:

· continuarán en vigor, con su propio rango, las normas reglamentarias existentes y, en especial, las aprobadas en el marco del proceso de adecuación de procedimientos a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como las dictadas en desarrollo de la misma, en cuanto no se opongan a la Ley.

· conservará validez el sentido del silencio admi​nistrativo establecido en las citadas normas, si bien que su forma de producción y efectos serán los previstos en nueva Ley.

2. Cuando las citadas normas hayan establecido un plazo máximo de duración del procedi​miento superior a los seis meses, se entenderá que el plazo máximo para resolver y notificar la resolución será precisamente de seis meses, con las excepciones pre​vistas en el apartado segundo del articulo 42.

B) Aplicación de la Ley a los procedimientos en tramitación.

A los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior. No obstante ello,  sí resultará de aplicación a los mismos la nueva ley en materia de:

· Revisión de oficio 

· Recursos adminis​trativos 

2.- EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
2.1.- CONCEPTO,  FINALIDAD Y CLASES DE PROCEDIMIENTOS

- Concepto del Procedimiento

La Exposición de motivos de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, definía el Procedimiento como "el cauce formal de la serie de actos en que se concreta la actuación administrativa para la realización de un fin". Esta definición ya clásica, sigue siendo plenamente válida después de la publicación de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo común (ley 30/92)  y su reciente reforma (Ley 4/99).


El procedimiento, por tanto, centrado en la producción de actos administrativos, se puede considerar como el modo en que deben producirse los actos administrativos. Dando una definición más precisa se puede concebir como “ el cauce formal de la serie de actos de trámite realizados por la administración para la producción del acto resolutorio final”. 


Distinto del procedimiento es el expediente administrativo, que supone la materialización del procedimiento, siendo éste el "conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla"; y se forma mediante "la agregación sucesiva de cuantos documentos, pruebas, dictámenes, resoluciones, notificaciones y demás diligencias deben integrarlos".

- Finalidad del procedimiento:


El procedimiento así entendido es fundamental. Por el hecho de que la administración tiene potestades desorbitantes que le sitúan en un plano de superioridad y prepotencia sobre el particular administrado, debe adecuar su actuación a unas reglas preestablecidas para, por un lado, evitar posibles conductas arbitrarias y, por otro, para lograr una mayor eficacia en su actuación. El procedimiento, por tanto supone una doble garantía y finalidad:

a) Eficacia de la actuación administrativa: Se despliega para la sociedad en general, pues se pretende la recta consecución de los intereses generales del modo más eficaz, asegurando la pronta y eficaz satisfacción del interés general mediante la adopción de las medidas y decisiones necesarias por los órganos de la administración interpretes de ese interés y, al propio tiempo parte y arbitro del mismo. 

La propia Ley indica en su Exposición de Motivos la necesaria tecnificación y modernización de la actuación administrativa, como uno de los medios fundamentales para conseguir dicha eficacia.

b) Tutela y garantía de los derechos de los administrados: Para el administrado en concreto o particular,  pues supone una específica tutela de sus derechos e intereses individuales, mediante la averiguación de la verdad y la satisfacción de las pretensiones de los mismos.


En esta línea se manifiesta la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que en sentencia de 16 de julio de 1.986, recogida por Escusol Barra y Rodriguez-Zapata, manifiesta que el procedimiento administrativo “es garantía de que la actuación de la administración se produce con arreglo a criterios objetivos, con respeto escrupuloso de los derechos de los ciudadanos y pleno sometimiento al ordenamiento jurídico”.

- Clases de Procedimientos

Además de otras posibles clasificaciones (por ejemplo, procedimientos declarativos, ejecutivos y de simple gestión), es importante distinguir entre procedimiento general y procedimientos especiales. El primero está regulado en la Ley. Los segundos se recogen en la misma y en disposiciones especiales. Conforme a este criterio se puede elaborar el siguiente cuadro:

CUADRO Iº

Como ya se ha indicado en la introducción, a la que nos remitimos, es finalidad concreta de la nueva Ley la simplificación de los distintos procedimientos y la aplicación de la Ley al mayor número posible de ello, para lo que se ha creado una Comisión Interministerial y establecido determinados plazos

2.2.- CUESTIONES GENERALES SOBRE EL PROCEDIMIENTO 

2.2.1.-  PRINCIPIOS GENERALES Y DEL PROCEDIMIENTO Y CLASES 

Es necesario establecer una distinción primaria entre los principios generales de actuación de la administración que, como es evidente, afectan al procedimiento de forma indirecta, de aquellos otros específicos que regulan el directamente el procedimiento administrativo. Los analizaremos separadamente: 

A).- Principios generales de la actuación administrativa
la Ley de reforma, ha introducido modificaciones en los artículos 3 a 7, 10 y 13 de la Ley 30/92. En concreto el art. 3 realiza una enumeración de los mismos en cuatro párrafos sin clasificación alguna, no obstante ello, siguiendo a Enrique Lucas, podemos establecer la siguiente clasificación de los principios: 

· Eficacia: Responde este principio a la consecución de los fines propios de las Administraciones Públicas con la mayor economía de medios y tiempo. Es evidente que en cualquier organización la eficacia depende en gran parte de la coordinación entre las distintas unidades que la componen. Aunque recogido como principio en el artículo 103 de la Constitución, su origen es económico y no jurídico.

· Jerarquía: El principio de jerarquía impone el que los distintos órganos de una Administración se estructuren subordinados unos y otros coordinados entre sí, a fin de compatibilizar la unidad de la Administración con la variedad de sus órganos. La jerarquía supone la distribución vertical de las competencias propias de la Administración respectiva.

· Descentralización: La descentralización consiste en la traslación de competencias de una Administración, bien a otra u otras Administraciones o bien a organismos de la propia Administración que descentraliza. Es conveniente no confundir descentralización con delegación. Descentralizar es trasladar la titularidad y el ejercicio de la competencia, mientras delegar es la traslación sólo del ejercicio de la competencia.

· Desconcentración: Supone una transferencia de competencia intermedia entre la descentralización y la delegación. La desconcentración opera entre órganos de una misma Administración.

· Coordinación: El principio constitucional de coordinación responde a la necesidad, e impone la obligatoriedad de armonizar los distintos órganos de las Administraciones Públicas, a fin de que ninguno de ellos dificulte, interfiera o solapen la actividad de los restantes, para conseguir, con la mayor eficacia, los fines propios de cada uno de tales órganos y, consecuentemente, del conjunto de las Administraciones que forman el Estado. La coordinación no puede entenderse exclusivamente como el poder que se ejerce para armonizar de forma obligada elementos diversos, lo que conlleva la idea de superioridad del coordinador. Es posible la existencia de una coordinación entre iguales, cuyo fin sea dar pronta respuesta a situaciones de intereses complementarios e incluso contrapuestos que aparecen con gran frecuencia.

Para el Tribunal Constitucional la coordinación general debe ser entendida como la fijación de medios y sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades estatales, comunitarias y locales en el ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo que se logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema.

· Cooperación: Las Administraciones Públicas, en sus relaciones, se rigen por el principio de cooperación ( art. 3.2º). La cooperación nace de la necesidad de hacer posible el ejercicio de las competencias, especialmente cuando éstas son concurrentes. Introduce en el sistema un elemento de equilibrio dirigido a corregir planteamientos parciales en cuestiones de interés común y general. La cooperación no es incompatible con la autonomía de cada uno de los cooperantes, sino que, utilizada en un plazo de igualdad, contribuye a que las Administraciones cooperantes se complementen y fortalezcan.

Si bien la Constitución no recoge entre los principios de su artículo 103 el de cooperación, el Tribunal constitucional considera, en diversa jurisprudencia, que su espíritu late en el propio contenido de tal artículo. La Sentencia de 4 de mayo de 1982 sancionaba que "este deber (de colaboración), que no es menester justificar en preceptos concretos, se encuentra implícito en la propia esencia de la forma de organización territorial del Estado que se implanta en la Constitución.

· Eficiencia y servicio a los ciudadanos: La eficiencia relaciona los servicios producidos con los recursos utilizados. Un sistema será más eficiente si con los mismos recursos consigue más o mejores servicios o bien si para alcanzar el mismo nivel de servicios emplea menos medios. Un proceso administrativo será eficiente si optimiza los resultados utilizando menos recursos. El grado de eficiencia habrá de medirse por su aproximación al óptimo. Como la eficacia es un principio de origen económico y no jurídico.

· Seguridad Jurídica: Con la reforma se introducen, además, los siguientes principios de actuación de las Administraciones públicas, derivados, como indica la Exposición de motivos,  del principio de seguridad jurídica:

a) el principio de buena fe, aplicado por la jurisprudencia contencioso-administrativa incluso antes de su recepción por el título preliminar del Código Civil.

b) el principio de la confianza íntima de los ciudadanos en que la actuación de las Administraciones públicas no puede ser alterada arbitrariamente, es un principio del derecho procedimental administrativo europeo y también recogido por la jurisprudencia contencioso-administrativa.

c) el principio de lealtad institucional como criterio rector que facilita la colaboración y la cooperación entre las diferentes Administraciones públicas. recogiendo los pronunciamientos del Tribunal Constitucional. Posteriormente, este deber genérico se articula a través de una fórmula orgánica. las Conferencias Sectoriales.

B- Principios que informan el procedimiento administrativo: 


Los principios que informan el procedimiento administrativo se pueden sintetizar en los siguientes:

a) Principio de economía procedimental: Busca conseguir el procedimiento mas adecuado con la menor actividad tanto de órgano administrativo como de los particulares, se formula fundamentalmente en los arts. 74 y 75 de la Ley. Se desarrolla a su vez en los principios de: 

· Oficialidad, recogido en el artículo 74 según el cual el procedimiento, sometido al criterio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y  también en el art. 78 que dispone que "los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento, y comprobación de los datos en virtud de los que deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de  los interesados a proponer aquellas actuaciones ..."; 

· Igualdad, que impone que en el despacho de los distintos expedientes se guarde un riguroso orden de incoación en asuntos de homogénea naturaleza, salvo que exista una circunstancia que aconseje lo contrario, suficientemente probada y apreciada por el órgano administrativo.   

· Celeridad, se buscará un procedimiento lo más breve en el tiempo posible, para ello, además del establecimiento de plazos para la resolución, se dispone en el artículo 75 que se acordarán en un solo acto los trámites que, por su naturaleza, admitan una impulsión simultánea y no sea obligado su cumplimiento sucesivo. 

b) Principio de unidad: La Ley determina un procedimiento general para todas las Administraciones Públicas, tanto la estatal, como la autonómica y local, si bien la propia Ley respeta y ampara las especialidades propias de las Comunidades Autónomas derivadas de su organización.

c) Principio de audiencia y contradicción: La nueva ley garantiza que las partes pueden comparecer en el proceso, ser oídas y hacer alegaciones en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia para hacer valer sus propios intereses pudiendo "contradecir" lo que afirma la parte contraria.

d) Principio Antiformalista: Se concreta en la imposición de unos mínimos requisitos  formales para las actuaciones de los administrados y la posibilidad de subsanar errores o defectos cometidos.

e) Principio de imparcialidad: Se pretende que la resolución de las controversias se produzca por personas imparciales, ello se manifiesta fundamentalmente en las técnicas de abstención y recusación de los arts. 28 y 29.

2.2.2.- INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO

Se puede establecer un concepto amplio de interesado y definir con Ramón Parada como "el mismo administrado o ciudadano en cuanto actuante en un procedimiento administrativo y eventualmente en un recurso de esa misma naturaleza o jurisdiccional".

Se reconocen distintas clases de interesados:
a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad en forma legal, se advierte la existencia de personas que sean titulares de derecho o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la tramitación del procedimiento.


Siguiendo la Ley 30/92 se analizarán por un lado la capacidad de obrar en relación al procedimiento administrativo y la representación y sus condiciones

a) Capacidad de obrar

La Ley 30/92 comienza por regular la "capacidad de obrar" en relación con la administración. Así indica en su art. 30 que:

 "Tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, además de las personas que la ostenten con arreglo a las normas civiles, los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico-administrativo sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate."


La realidad es que esta ampliación de capacidad civil para intervenir en el procedimiento administrativo es más aparente que real pues se refiere a escasos supuestos en los que un menor de edad puede actuar con cierta autonomía como la impugnación de una de negación de beca de estudios o de prorroga del servicio militar.   

Realiza la Ley dos precisiones concretas en relación a distintos aspectos de la capacidad de obrar en el procedimiento:

· Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales, serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

· Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

b) Representación de los intervinientes en el proceso


La representación de los particulares se regula en el art. 32, que indica que los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.

Condiciones de la representación: 

1.- Capacidad del representante: Para actuar como representante del administrado en el procedimiento administrativo se  requiere capacidad de obrar.

2.- Acreditación de la representación: Se establece como requisito general para formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, acreditar la representación que se ostenta, si bien para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación. Esta acreditación se podrá realizar:

· Por escrito ( escritura de poder será lo habitual) o por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.

· Mediante la llamada representación “Aput acta” que consiste en la declaración por comparecencia personal del interesado ante el órgano que tramite el expediente

No obstante ello, la falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo requieran.

3.- Pluralidad de interesados: En el supuesto específico de que en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se efectuarán con el representante o interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que figure en primer término.

2.2.3.- LENGUA DEL PROCEDIMIENTO
De acuerdo con el nuevo Artículo 36 (“Lengua de los procedimientos”) hay que distinguir el supuesto de que el procedimiento se tramite ante la administración del Estado o ante cualquier otra Administración Territorial, Comunidades Autónomas o cualesquiera de las que conforman la Administración local (Provincia, Municipios, Islas) que pueden tener una lengua propia distinta del castellano.

a) En los procedimientos tramitados por la Administración  General del Estado
Con carácter general se establece que la lengua que ha de emplearse será el castellano.

No obstante ello, los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con sede en el territorio de una Comunidad Autónoma, podrán utilizar a su elección o el castellano o  la lengua que sea coofícial en ella. En este caso,  el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. 

Si concurrieran varios interesados en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimien​to se tramitará en castellano, si bien los documen​tos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua elegida por los mismos.

b) En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales. 

El uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonó​mica correspondiente, es decir que será la propia Comunidad la que establezca la cooficialidad de las distintas lenguas, castellano y la  específica o específicas de la zona, si las hubiera ( Vasco, catalán, gallego o valenciano)

No obstante ello, la Administración pública instructora debe​rá traducir al castellano, en los siguientes casos:

a) los documentos, expedientes  o partes de los mismos cuando deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma, salvo cuando se trate  de una Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del cas​tellano.

b) los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten expresamente.

2.2.4.- PRESENTACION DE DOCUMENTOS: ARCHIVOS Y REGISTROS
A)  Lugar de presentación de escritos y solicitudes
Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse:

a) En los registros de los órganos administra​tivos a que se dirijan.

b) En los registros de cualquier órgano admi​nistrativo, que pertenezca a la Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas. o a la de las entidades que integran la Administración Local si, en este ultimo caso, se hubiese suscrito el opor​tuno convenio.

c) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.

d) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.

e) En cualquier otro que establezcan las dis​posiciones vigentes.

Mediante convenios de colaboración suscritos entre las Administraciones públicas se establecerán sistemas de intercomunicación y coordinación de que garanticen su compatibilidad infor​mática, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de las solicitudes, escritos, comunicaciones y documentos que se presenten en cualquiera de los registros.


Para facilitar dicha presentación, el nuevo artículo 38, establece las siguientes condiciones y reglas, impuestas a la administración:

1. Cada Administración pública establecerá los días y el horario en que deban permanecer abiertos sus registros, garantizando el derecho de los ciu​dadanos a la presentación de documentos.

2. Los ciudadanos, podrán acompañar una copia de los docu​mentos que presenten junto con sus solicitudes, escritos y comunicaciones. Dicha copia, previo cotejo con el original, será remitida al órgano destinatario devolviéndose el ori​ginal al ciudadano. Cuando el original deba obrar en el procedimiento, se entregará al ciudadano la copia del mismo, una vez sellada por los registros mencionados y previa comprobación de su iden​tidad con el original.

3. Podrán hacerse efectivas, además de por otros medios, mediante giro postal o telegráfico, o mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente, cualesquiera tributos que haya que satisfacer en el momento de la presentación de solicitudes y escritos.

4. Las Administraciones públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas de registro propias o concertadas, sus sistemas de acceso y comunicación, así como los horarios de funcionamiento

Concluido, por el órgano administrativo que ha recibido un documento o solicitud, el trámite de registro, éstos serán cursados sin dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que hubieran sido recibidas.

B) Registros
Los órganos administrativos llevarán un Registro General en el que se hará el correspon​diente asiento de todo escrito o comunicación que sea presentado o que se reciba en cualquier unidad administrativa propia. También se anotarán en el mismo, la salida de los escritos y comunicaciones oficiales dirigidas a otros órganos o particulares.

Junto a este Registro General, se pueden crear en las unidades administrativas correspondientes de su propia organización otros registros con el fin de facilitar la presentación de escritos y comuni​caciones. Dichos registros serán auxiliares del regis​tro general, al que comunicarán toda anotación que efectúen.

1. Las reglas generales para el funcionamiento de los mismos las establece el ya referido artículo 38:

2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los escritos y comunicaciones, e indicarán la fecha del día de la recepción o salida.

3. Los registros establecidos para la recepción de escritos y comuni​caciones de los particulares o de órganos admi​nistrativos, deberán instalarse en soporte informá​tico.

4. El sistema de registro garantizará la constancia, en cada asiento que se practique, de un número, epígrafe, expresivo de su naturaleza, fecha de entrada, fecha y hora de su presentación, identificación del inte​resado, órgano administrativo remitente, si proce​de, y persona u órgano administrativo al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del escrito o comunicación que se registra.  Asimismo, el sistema garantizará la integración informática en el registro general de las anotacio​nes efectuadas en los restantes registros del órgano administrativo.

2.2.5.- TÉRMINOS Y PLAZOS

La nueva Ley, establece modificaciones en relación al cómputo de los plazos, (artículo 48) y precisa el régimen de ampliación (artículo 49) en concordancia,  como indica la Exposición de Motivos, a la nueva regulación de la obligatoriedad de resolver y el silencio administrativo.

Con carácter general, establece el artículo 47, que los términos y plazos establecidos en ésta u otras Leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos.

1) Cómputo

Con relación al cómputo este se distingue entre aquellos plazos fijados por días o los realizados por meses o años:  

a) Plazos fijados por días: En este caso se entiende que los días son hábiles, aun cuando nada se indique en la  comunicación, excluyéndose del cómputo los domin​gos y los declarados festivos, comenzándose a contar los días a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo. No obstante ello, esta regla general del carácter hábil de los días será salvo que por Ley o normativa comunitaria ​europea se exprese otra cosa

Cuando los plazos se señalen por días naturales, por ser contrario al principio general, se impone la obligación al órgano administrativo de hacer constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.

b) Plazo fijado  en meses o años: En este caso el plazo se computará a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o deses​timación por silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expire el último día del mes.

Como se observa, se ha modificado el hecho de que en el cómputo del plazo del mes o año, no se cuenta, como hasta ahora, el día de la comunicación comenzando el día siguiente, como en el de plazos por días. Pero realmente esto significa simplemente una corrección de estilo que puede dar lugar a error, pues, como ha puesto de manifiesto reiterada Jurisprudencia siguiendo la doctrina civil, el último día del plazo es el mismo día del mes siguiente. Es decir que si se da un plazo de dos meses para formulara recurso a un acto notificado el 14 de abril, aun cuando se empiece a computar desde el día siguiente, 15 de abril, el día final del cómputo será el 14 de junio y no el 15 como pudiera entenderse de la redacción del precepto.   

Con relación al cómputo, establece la ley, las siguientes reglas específicas para computo del plazo: 

a) Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

b) Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano adminis​trativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.

c) La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones públicas, la organización del tiempo de trabajo ni el acceso de los ciudadanos a los registros.

d) La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción al calendario laboral ofi​cial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autó​nomas comprenderá los días inhábiles de las Enti​dades que integran la Administración Local correspondiente a su ámbito territorial a las que será de aplicación. Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corres​ponda y en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento por los ciudadanos.

2) Ampliación del Plazo.

No sigue en el procedimiento administrativo la regla de la improrrogabilidad o ampliación de plazos del derecho procesal, admitiendo, por el contrario,  el principio de prorrogabilidad pues, la nueva redacción del artículo 49, prevé la ampliación del plazo a instancia de parte, de oficio y automática, que se aplicará esta última, en todo caso, a los procedimientos tramitados por las misiones diplo​máticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, tramitándose en el interior, exijan cumplimen​tar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes fuera de España.

La concesión de la ampliación de los plazos esta​blecidos, se ajustará a los siguientes requisitos: 

a) Se concederá salvo precepto en contrario,

b) La duración  no podrá exceder de la mitad de los plazos originales

c) las circunstancias concurrentes la han de aconsejar y no perjudicar derechos de tercero

d) Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya vencido. 

El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados no siendo susceptibles de recursos ni su concesión ni denegación.

2.2.6.- NOTIFICACIONES

El régimen de las notificaciones se encuentra regulado en los arts. 58 y 59, que han sido modificados por la ley 4/1999.

El art. 58.1 establece que "se notificarán a los interesados las resoluciones que afecten a sus derechos o intereses".


Partiendo de ello, estudiaremos distintos aspectos relativos a las notificaciones como sus clases, contenido, formas, etc.

A)  Tipos de notificación.


Se pueden establecer dos clases de notificaciones:

- Notificación personal, es la que se utiliza en la inmensa mayoría de los casos, siendo la que se practica al interesado directamente o a su representante. 

También, es personal, cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado y por no hallarse presente éste en el momento de entregarse la notificación, se haga cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad.

- Notificación no personal, en el caso de que los interesados sean desconocidos o no conste su domicilio, o bien, intentada la notificación, no se hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de anuncios en el tablón de edictos del Ayuntamiento de su último domicilio, en el "Boletín Oficial del Estado", de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, según cual sea la Administración de la que proceda el acto a notificar, y el ámbito territorial del órgano que lo dictó. 

En el caso de que el último domicilio conocido radicara en un país extranjero, la notificación se efectuará mediante su publicación en el tablón de anuncios del Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente

B) Tiempo y contenido de la notificación
Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto o la resolución haya sido dictada. A estos efectos se tendrá por cumplido el plazo con la notificación que contenga cuando menos el texto Integro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado.

El contenido de la misma es el siguiente:

· el texto íntegro de la resolución

· indicación de sí es o no definitivo en la vía administrativa,

· la expre​sión de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para inter​ponerlos, sin perjuicio de que los interesados pue​dan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente,

No obstante ello, en aquellos supuestos en los que las notificaciones, que conteniendo el texto integro, omitiesen alguno de los demás requisitos, la ley anuda los siguientes efectos: 

a) Será suficiente a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, como se ha indicado anteriormente.

b) Surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda.

C)  Práctica de la notificación.

- Forma: Las notificaciones se practicarán por cualquier medio que permita tener constancia tanto de la recepción por el interesado o su representante, como de la fecha, la identidad y el contenido del acto notificado. La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente.

- Lugar: En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en lugar que éste haya señalado a tal efecto en la solicitud. Cuando ello no fuera posible, en cualquier lugar adecuado a tal fin, y por cualquier medio.

Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente este en el momento de entregarse la notificación podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. Si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de lo tres días siguientes.

- Publicación sustitutiva de notificación: Se producirá la publicación, surtiendo sus mismos efectos, en los siguientes casos:

a) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la Administración estime que la notificación efectua​da a un solo interesado es insuficiente para garantizar la notificación a todos, siendo, en este ultimo caso, adicional a la notificación efectuada.

b) Cuando se trata de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de cualquier tipo. En este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar el tablón de anuncios o medios de comunicación donde se efectua​rán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares distintos.

2.3.- TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO


El Procedimiento administrativo común tiene tres fases perfectamente establecidas en la Ley: 

· Fase de iniciación

· Fase de instrucción 

· Fase de terminación 

Analizaremos  detenidamente cada una de ellas

CUADRO II

2.3.1.- INICIACIÓN

Los procedimientos podrán iniciarse de oficio, por la propia administración,  o a solicitud de persona interesada. 

Iniciado el procedimiento, la Administración tramitará el expediente siguiendo las reglas y principios recogidos en los arts. 74 a 80 que son conocidos como Fase de Ordenación, que si bien, no es propiamente una verdadera fase del procedimiento, se suele analizar con sustantividad propia. 

Distinguiremos la iniciación que se produce de oficio, por la propia administración, de la que surge  a instancia del interesado, así como la ordenación sustantiva del procedimiento.

A) Iniciación de oficio del Procedimiento 

Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano administrativo competente, según el artículo 69.

Este inicio puede deberse a distintas causas reguladas en el artículo 69.1, estas son las siguientes:

· por propia iniciativa. 

· como consecuencia de orden superior.

· a petición razonada de otros órganos 

· o por denuncia .


Con anterioridad al acuerdo de iniciación, podrá el órgano competente abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento.

B) Iniciación del Procedimiento a  instancia de los interesados
· Presentación de la Solicitud


En este supuesto comenzará mediante la presentación de la correspondiente solicitud de iniciación del procedimiento. Esta solicitud que se formule por el particular deberá contener:

· Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente, así como la identificación del medio preferente o del lugar que se señale a efectos de notificaciones.

· Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.

· Lugar y fecha.

· Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.

· Organo, centro o unidad administrativa a la que se dirige.

Para facilitar la presentación de las solicitudes en adecuada forma, se impone la obligación a las Administraciones Públicas de establecer modelos y sistemas normalizados de solicitudes cuando se trate de procedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos.

 Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en las dependencias administrativas. A estos modelos los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del mismo, que deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.

Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser acumuladas, es decir, formuladas en una única solicitud, salvo que las normas reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa.
La solicitud por el particular deberá presentarla a la administración. Con relación al lugar de presentación y acreditación, ya se ha estudiado anteriormente y a ello nos remitimos, de acuerdo con el artículo 38.

- Subsanación de defectos 


Siguiendo el principio antiformalista que preside la Ley, si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane las faltas o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, archivándose sin más trámite, con los efectos previstos en el art. 42.1. 

Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.


En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ellos se levantará acta sucinta, que se incorporará al procedimiento.

- Medidas provisionales: 


El nuevo artículo 72, regula una serie de medidas cautelares para asegurar la efectividad del procedimiento, distinguiendo entre las aquellas que se acuerdan con anterioridad al procedimiento de aquellas que se adoptan iniciado ya el mismo. 

a) Medidas previas: Antes de la iniciación del procedimiento administrativo,  el órgano competente, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar las medidas correspondientes en los supuestos previstos expresamente por una norma de rango de Ley. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.

b) Medidas provisionales: Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo, podrá adoptar las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello. 


Como notas comunes a las mismas son las siguientes:

1. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen vio​lación de derechos amparados por las leyes.

2. Las medidas provisionales podrán ser aplazadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

3. Se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

C)  Ordenación del Procedimiento.

Iniciado el procedimiento, la Administración tramitará el expediente siguiendo las reglas y principios recogidos en los arts. 74 a 80. En relación dichos principios y reglas de la tramitación, le son de aplicación los ya referidos principios generales de oficialidad, igualdad, celeridad y eficacia, que se han estudiado ya, añadiendo además los siguientes: 

a) Responsabilidad: los Jefes o funcionarios que tuvieren a su cargo el despacho de los asuntos serán responsables de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas para que no sufran retraso: art. 41.1.

b) Garantía de los particulares: el art. 79.2 establece al efecto que: en todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites, que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.

c) No suspensión de la tramitación del procedimiento: en caso de que se susciten cuestiones incidentales, salvo la recusación (art. 77).

d) Acumulación de expedientes: El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer su acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión. Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

3.3.2.- Instrucción.

La fase de instrucción es de suma importancia en el procedimiento, pues según el art. 78.1, los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.


En esta fase pueden apreciarse las siguientes actuaciones:


- Actos de instrucción.


Los resultados de los sondeos y encuestas de opinión que se incorporen a la instrucción de un procedimiento, deberán reunir las garantías legalmente establecidas para estas técnicas de información, así como la identificación técnica del procedimiento seguido para la obtención de estos resultados.


- Alegaciones de los interesados.


Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio. Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.


- Prueba.


Las notas que caracterizan la prueba, según los arts. 80 y 81, son las siguientes:

- Cualquier medio de prueba tiene como finalidad poder acreditar los hechos relevantes para la decisión del procedimiento.

- La apertura del período de prueba se acordará, de oficio o a instancia del interesado, cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados o lo exija la naturaleza del procedimiento.

- El plazo de prueba no será superior a 30 días ni inferior a 10.

- El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.


- Informes.


Son opiniones o pareceres emitidos por órganos técnicamente cualificados, distintos de quienes han de dictar la resolución o propuesta de resolución, con la finalidad de orientar al órgano decisor.


La Ley establece las siguientes precisiones con relación a los informes:

a) En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de los que se solicita.

b) Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes.

c) El plazo para la expedición de los informes será de 10 días, salvo que una disposición o cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permita o exija otro plazo mayor o menor. El informe emitido fuera de plazo podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución.


En los supuestos de informes preceptivos que sean determinantes para la resolución del procedimiento, podrá interrumpirse el plazo de los trámites sucesivos. Si el informe debiera ser emitido por una Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento en orden a expresar el punto de vista correspondiente a sus competencias respectivas y transcurriera el plazo sin que aquél se hubiera expedido, se podrán proseguir las actuaciones.


- Audiencia de los interesados.


Instruidos los expedientes, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a 10 días ni superior a 15, aleguen y presenten los documentos y justificaciones que estimen pertinentes. No obstante lo anterior, el art. 84.3 establece que si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o justificaciones, se tendrá por realizado el trámite.


Del trámite de audiencia solo podrá prescindirse cuando no figuren en el expediente ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.


- Actuación de los interesados 


Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados, habrán de practicarse en la forma más cómoda para ellos y que sean compatibles, en la medida de lo posible, con sus obligaciones laborales o profesionales. Los interesados podrán actuar, en todo caso, asistidos de asesor.


- Información pública.


Se otorga la facultad al órgano que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera, el poder acordar un periodo de información pública que se anunciará en el Boletín Oficial del Estado, de la Comunidad Autónoma o en el de la Provincia respectiva, a fin de que cuanto tengan interés en el asunto pueda examinar el expediente o la parte del mismo que se acuerde, en la oficina en que se encuentre y aduzcan lo que estimen pertinente o procedente en un plazo no inferior a 20 días.


Asimismo, se señala que la comparecencia en este trámite no otorga, por sí misma, la condición de interesado; pero quienes presenten alegaciones u observaciones tienen derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada, que podrá ser común para las alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales.
3.3.3.- TERMINACIÓN 


La Ley dispone que pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funda la solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el Ordenamiento Jurídico, y la declaración de caducidad. Añadiendo que también producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. Debería ser motivada, en todo caso, la resolución que se dicte.


Antes de analizar separadamente cada una de las formas de terminación aludidas, debemos destacar, como una importante innovación en esta materia, el establecimiento de la llamada terminación convencional.

A- Terminación normal del procedimiento: Resolución.


La resolución pone fin al procedimiento y decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo. Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, poniéndolo antes de manifiesto en aquéllos por un plazo no superior a 15 días, para que formulen las alegaciones que estimen pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba.


Los caracteres de la resolución los pone de manifiesto el art. 89, :

a) decidirá sobre todas las cuestiones planteadas.

b) será congruente con lo demandado.

c) las decisiones que se contengan serán motivadas.

d) expresarán los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.


En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, aunque podrá resolver la inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el Ordenamiento Jurídico o manifiestamente carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el art. 29 de la Constitución.


En esta línea como se estudiará posteriormente se establece en la Ley la obligatoriedad de dictar resolución, estableciéndose como garantía del administrado en caso contrario la técnica del silencio positivo, carácter que ha sido bastante acentuado con la reforma.

B- Otros modos de Terminación del procedimiento.


- Desistimiento y renuncia.


Se encuentran regulados en los arts. 90 y 91.


Las diferencias esenciales entre ellos son: El desistimiento se refiere a la petición o instancia, de modo que la pretensión siempre puede ser ejercitada en otro procedimiento, siempre que haya plazo para ello. La renuncia, sin embargo, se refiere al derecho mismo, que desaparece, sin que por tanto pueda volver a ser ejercitada la pretensión. No obstante, debe tenerse en cuenta que ciertos derechos tienen la consideración de irrenunciable, como, por ejemplo, los derechos fundamentales.


Por contra presentan varias similitudes: Tanto uno como el otro podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia. 

La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia y declarará concluso el procedimiento salvo que se dé alguno de los siguientes supuestos:

1. Que habiéndose personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo de 10 días.

2. Que la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento, en cuyo caso la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento o la renuncia al interesado y seguirá el procedimiento.


- Caducidad.

Paralizado un procedimiento por causa imputable al interesado, la Administración se advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo con archivo de las actuaciones. Sin embargo, no podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en el cumplimiento de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


La caducidad no podrá aplicarse a los supuestos en que la cuestión objeto del procedimiento entrañe un interés general o sea conveniente su definición o esclarecimiento.


La caducidad no supone la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

- Terminación convencional 

Se regula en el art. 88. según el cual las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que en cada caso prevea la disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.


Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros, los acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano.


Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos administrativos ni de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios relativas al funcionamiento de los servicios públicos

2.5.- LA OBLIGACION DE RESOLVER: EL SILENCIO ADMINISTRATIVO

A) Obligación de resolver: Plazo.

La Administración está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación. Se exceptúan de ello los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio de dere​chos sometidos únicamente al deber de comunicación previa a la Administración.

En aquellos casos de prescripción, renuncia del dere​cho caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como la desaparición sobreve​nida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra, en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables.

El personal al servicio de las administraciones públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obliga​ción legal de dictar resolución expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio a la que hubiere lugar de acuerdo con vigente

Para evitar los perniciosos efectos que se producían en la Ley 30, con el certificado de actos presuntos, por la inseguridad jurídica que planteaba al poder dictarse un acto expreso aun cuando resultara contrario a los efectos del silencio ya producido, la obligación de dictar resolución expresa se sujetará al siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la pro​ducción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo. la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silen​cio.

- Plazo Máximo

Se establece en la nueva Ley un plazo máximo para resolver los procedimientos, pero para asegurar que efectivamente se resuelven, el computo del plazo final se referencia no en relación a la fecha de la resolución sino se la notificación de la resolución expresa. En relación a ello, se determina lo siguiente: 

a) El plazo máximo será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento, bien entendido que no podrá exceder de seis meses, salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en la normativa comunitaria europea.

b) Cuando las normas reguladoras de los pro​cedimientos no fijen el plazo máximo para recibir la notificación, éste será de tres meses. 

La fecha del computo inicial de los distintos plazo será:

· En los procedimientos iniciados de oficio, la fecha del acuerdo de iniciación.

· En los iniciados a solicitud del interesado, la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación.

Además para que el cumplimiento de los referido plazos por la administración sea efectivo se determina un sistema de publicidad de los mismos, tanto a los propios interesados como al público en general:

· A los particulares: Se impone a las Administraciones públicas el deber de informar a los interesados del plazo máximo nor​mativamente establecido para la resolución y noti​ficación de los procedimientos, así como de los efectos que pueda producir el silencio administra​tivo, incluyendo dicha mención en la notificación o publicación del acuerdo de iniciación de oficio, o en comunicación que se, les dirigirá al efecto den​tro de los diez días siguientes a la recepción de la solicitud en el registro del órgano competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.

· En general:  Las Administraciones públicas deben publicar y mantener actualizadas, a efectos informativos, las relaciones de procedimientos, con Indicación de los plazos máximos de duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo.

- Suspensión del Plazo para resolver: 

El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá suspender en los siguientes casos:

a) Cuando deba requerirse a cualquier intere​sado para la subsanación de deficiencias y la apor​tación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la noti​ficación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, el trans​curso del plazo concedido.

b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de las Comunidades Europeas, por el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los inte​resados, y la notificación del pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.

c) Cuando deban solicitarse informes que sean preceptivos y determinantes del contenido de la resolución a un órgano de la misma o distinta Administración, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesado y la recepción del informe, que igualmente deber ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses.

d) Cuando deban realizarse pruebas técnica o análisis contradictorios o dirimente propuesto por los interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.

e) Cuando se inicien negociaciones con vista a la conclusión de un pacto o convenio en los términos previstos en el artículo 88 de la Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de les referidas negociaciones que se constatará mediante declaración formulada por la Administración o los interesados.

- Ampliación del plazo:

La Ley 4/99, es contraria a la ampliación del plazo, pues aun cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un incumplimiento del plazo máximo de resolución, no se ampliará el plazo, sino que, a propuesta razonada del órgano instructor o del superior jerárquico del órgano competente para resolver, se habilitarán los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo. 

Excepcionalmente, podrá acordarse la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, mediante motivación clara de las circunstancias concurrentes y sólo una vez agotados todos los medios a disposición posibles, no pudiendo ser superior al establecido para la tramitación del procedimiento.

Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno.

- Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.

En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:

1. En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas individualizadas, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo, con los efectos que se analizan en el apartado siguiente.

2. En los procedimientos en que la Adminis​tración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones.

3. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al inte​resado, se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

B)  Silencio administrativo 

En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud para entenderla estimada o desestimada por silencio administrativo: 

A ) Silencio positivo: Es la regla general, así se determina en que los interesados podrán entender estimadas por silencio administrativo sus solicitudes en todos los casos, salvo que una norma con rango de Ley o norma de Derecho Comunitario Europeo establezca lo contrario. 

B) Silencio negativo: Por el contrario, el silencio tendrá efecto desestimatorio en los siguientes supuestos:

· el  ejercicio del dere​cho de petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, 

· aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solici​tante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público

· los proce​dimientos de impugnación de actos y disposiciones, 

No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administra​tivo competente no dictase resolución expresa sobre el mismo.

La desestimación por silencio administrativo tie​ne los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.

La estimación por silencio administrativo tie​ne a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. Teniendo los siguientes efectos según el artículo 44: 

· se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada, 

· producen sus efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya producido

· su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido que pudiera solicitarse del órgano compe​tente para resolver, éste certificado deberá emitirse en el plazo máximo de quince días desde su solicitud.

3.- PROCEDIMIENTOS ESPECIALES
3.1.- INTRODUCCIÓN


La Ley de Procedimiento regula un procedimiento ordinario básico en su TÍTULO VI “De las Disposiciones Generales sobre Procedimientos Administración”, que es el que se ha analizado específicamente en el capítulo anterior.

Junto a ésta, como ya se estableció en el CUADRO IIº, contempla unos procedimientos especiales, dando un régimen jurídico distinto, pues unos la regulan específicamente y otros simplemente determinan el carácter supletorio de la Ley.

· Procedimientos especiales no regulados en la Ley.

A esta determina el carácter subsidiario de sus preceptos respecto de las normas específicas reguladoras de los procedimientos, así en materia tributaria (Disposición Adicional 5ª), sancionadora por infracciones de Orden Social (Disposición Adicional 7ª) y Disciplinaria (Disposición Adicional 8ª).

En relación a este procedimiento, que no se analizará aquí por no ser objeto del presente Boletín, es importante señalar como indican Escusol Barra y Rodríguez Zapata, que de acuerdo con el artículo 105 de la Constitución, estos procedimientos especiales tienen necesariamente que estar establecidos en una norma con rango de Ley. Por vía reglamentaria solamente se pueden establecer especialidades procedimentales dictadas en desarrollo o complemento de la LRJA y PAL.

· Procedimientos especiales regulados en la Ley.

La Ley 30/92, regula auténticos procedimientos especiales, aun sin darle esta denominación específica, uniendo en mayor o menor medida del procedimiento común o general. Estos son los siguientes:

1 – Procedimiento para la elaboración de disposiciones de carácter general.

2 – Procedimiento para las reclamaciones previas al ejercicio de la acción civil o laboral. (Título VIII)

3 – Procedimiento sancionador (Título IX)

4 – Procedimiento de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas (Título X).

3.2.- PROCEDIMIENTO PARA LA ELABORACIÓN DE DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL.


La Ley 30/92, dejaba vigente los artículos 129 a 132 de la antigua Ley de Procedimiento Administrativo, que regulaba el procedimiento para la elaboración de las disposiciones reglamentarias de carácter general, es decir el cauce a través del cual se ejercitaba la potestad reglamentaria del Gobierno y Administración.


Hoy, esta regulación ha quedado derogada por la publicación de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que en su Título V (“De la Iniciativa Legislativa, de la potestad Reglamentaria y del control de los actos del Gobierno”) establece el procedimiento para la elaboración de dichas disposiciones generales.


Las disposiciones de carácter general, manifestación de la potestad reglamentaria del ejecutivo a que hace referencia la ley 50/97 y en cuya tramitación se han de seguir lo pasos que seguidamente estudiaremos son las siguientes, en función del órgano del que emanan: 

· Reales Decretos del Presidente del Gobierno, las disposiciones y actos cuya adopción venga atribuida al Presidente.

· Reales Decretos acordados en Consejo de Ministros, las decisiones que aprueben normas reglamentarias de la competencia de éste y las resoluciones que deban adoptar dicha forma jurídica.

· Acuerdos del Consejo de Ministros, las decisiones de dicho órgano colegiado que no deban adoptar la forma de Real Decreto.

· Acuerdos adoptados en Comisiones Delegadas del Gobierno, las disposiciones y resoluciones de tales órganos colegiados. Tales Acuerdos revestirán la forma de Orden del Ministro competente o del Ministro de la Presidencia, cuando la competencia corresponda a distintos Ministros.

· Órdenes Ministeriales, las disposiciones y resoluciones de los Ministros. Cuando la disposición o resolución afecte a varios Departamentos, revestirá la forma de Orden del Ministro de la Presidencia, dictada a propuesta de los Ministros interesados.

CUADRO IIIº

En concreto, el procedimiento para la elaboración de los reglamentos, se haya recogido en el artículo 24, pudiendo estructurarse en las siguientes fases:

1.- Fase previa:

La iniciación del procedimiento de elaboración de un reglamento se llevará a cabo por el centro directivo competente mediante la elaboración del correspondiente proyecto. Se acompañará de:

· un informe sobre la necesidad y oportunidad de la referida disposición 

· una memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar.

Además, prevé la Ley que a lo largo del proceso de elaboración deberán recabarse los informes, dictámenes y aprobaciones previas preceptivos, cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el acierto y la legalidad del texto.

2.- Fase de Aprobación:

Una vez elaborado el texto de una disposición de carácter general, se regulan una serie de trámites para su aprobación, unos de carácter preceptivo u obligatorio y otros que pueden ser necesarios o potestativos en función del carácter de la referida disposición.

- Informes preceptivos: 

En todo caso, los proyectos de reglamentos habrán de ser informados por la Secretaría General Técnica, sin perjuicio del dictamen del Consejo de Estado en los casos legalmente previstos. Siendo, además, necesario informe previo del Ministerio de Administraciones Públicas cuando la norma reglamentaria pudiera afectar a la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

· Información Pública y audiencia de interesados 

Cuando el proyecto que afecte a derechos e intereses legítimos de los ciudadanos y cuando la naturaleza de la disposición lo aconseje, se abrirá un trámite de audiencia o será sometida a información pública. La decisión sobre el procedimiento escogido para dar audiencia a los ciudadanos afectados será debidamente motivada en el expediente por el órgano que la acuerde. Sólo podrá omitirse dicho trámite cuando graves razones de interés público, que asimismo deberán explicitarse, lo exijan

El Plazo, será, como indica la ley “razonable y no inferior a quince días hábiles”. Este trámite podrá ser abreviado hasta el mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente motivadas así lo justifiquen.

Podrá concederse directamente e individualmente a cada uno de los interesados o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley que los agrupen o los representen y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la disposición. No obstante ello, no será necesario el trámite, si las organizaciones o asociaciones mencionadas hubieran participado por medio de informes o consultas en la fase previa anteriormente indicada.

 Junto a la memoria o informe sucintos que inician el procedimiento de elaboración del reglamento se conservarán en el expediente todos los estudios y consultas evacuados y demás actuaciones practicadas.

3.- Publicación

Como toda disposición general, para su eficacia requiere publicación íntegra en el “Boletín Oficial del Estado”. 

La entrada en  vigor de los reglamentos, de acuerdo con el artículo 5 del Código civil, será a los veinte días de la publicación en el BOE, salvo que en ellos se disponga lo contrario. 

3.3.- PROCEDIMIENTO PARA RECLAMACIONES PREVIAS AL EJERCICIO DE LAS ACCIONES CIVILES Y LABORALES.


La reclamación en vía administrativa se regula en el Titulo VIIIº de la Ley, estableciéndose una tramitación distinta según se trate de reclamaciones previas a un procedimiento judicial en el orden jurisdiccional civil o en el laboral.

Con carácter general determina el articulo 120 su obligatoriedad, ya que es requisito necesario la reclamación previa ante el órgano administrativo competente, para poder ejercitar de acciones fundadas en derecho privado o laboral contra cualquier Administración Pública (salvo los supuestos en que dicho requisito esté exceptuado por una disposición con rango de Ley). Dicha reclamación se tramitará y resolverá por las normas contenidas en este Título VIIIº y, por aquellas que, en cada caso, sean de aplicación, y en su defecto, por las generales de la Ley.


Los efectos de la interposición de la reclamación previa los regula el artículo 121. Éstos son los siguientes:. 

1. Si planteada una reclamación ante las Administraciones Públicas, ésta no ha sido resuelta y no ha transcurrido el plazo en que deba entenderse desestimada, no podrá deducirse la misma pretensión ante la jurisdicción correspondiente.

2. Planteada la reclamación previa se interrumpirán los plazos para el ejercicio de las acciones judiciales, que volverán a contarse a partir de la fecha en que se haya practicado la notificación expresa de la resolución o, en su caso, desde que se entienda desestimada por el transcurso del plazo.

3.3.1.- Reclamación previa a la vía judicial civil.

Se establecen los las trámites de la reclamación previa a la vía judicial civil, estructurando el procedimiento en las siguientes fases

- Iniciación:  La reclamación se dirigirá al órgano competente de la Administración Pública de que se trate.


En la Administración General del Estado se planteará ante el Ministro del Departamento que por razón de la materia objeto de la reclamación sea competente. Las reclamaciones podrán presentarse en cualquiera de los lugares previstos por esta Ley para la presentación de escritos o solicitudes.


- Instrucción: El órgano ante el que se haya presentado la reclamación la remitirá en el plazo de cinco días al órgano competente en unión de todos los antecedentes del asunto. El órgano competente para resolver podrá ordenar que se complete el expediente con los antecedentes, informes, documentos y datos que resulten necesarios.


- Resolución: Resuelta la reclamación por el Ministro u órgano competente, se notificará al interesado. Si la Administración no notificara su decisión en el plazo de tres meses, el interesado podrá considerar desestimada su reclamación al efecto de formular la correspondiente demanda judicial.

3.3.2.- Reclamación previa a la vía judicial laboral (Capítulo III)

El procedimiento se subdivide en las siguientes fases:

- Tramitación: La reclamación deberá dirigirse al Jefe administrativo o Director del establecimiento u Organismo en que el trabajador preste sus servicios. 

- Resolución: Transcurrido un mes sin haber sido notificada resolución alguna, el trabajador podrá considerar desestimada la reclamación a los efectos de la acción judicial laboral.


Por último, se excepcionan de la aplicación de la nueva Ley, las reclamaciones que formule el personal civil no funcionario al servicio de la Administración Militar, que según dispone el artículo 126, se regirán por sus disposiciones específicas.

3.4.- PROCEDIMIENTO SANCIONADOR .

La formulación de los principios que rigen la potestad sancionadora y su diferenciación del procedimiento es una novedad de la Ley 30/92 respecto de la Ley del 58, habiéndose modificado en escasa medida con la nueva ley, que da una nueva redacción al artículo 127 “principio de legalidad”, suprimiendo la prohibición de la delegación de la potestad sancionadora.

En relación al procedimiento sancionador, la Ley 30/92, determina una serie de principios tanto de la potestad sancionadora como del propio procedimiento, pero no establece uno específico y concreto para el ejercicio de la misma. El cauce procedimental lo establece el Real Decreto 1398/93, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora. 


De acuerdo con lo indicado, analizaremos por un lado los principios de la potestad sancionadora de forma sucinta y posteriormente desarrollaremos el procedimiento sancionador.

3.4.1.- Principios de la Potestad Sancionadora 


Los principios de la potestad sancionadora se regulan en los artículos 127 (reformado) y siguientes de la Ley 30/92, estos son los siguientes:

a) Legalidad: La potestad sancionadora debe ser expresamente atribuida por norma con rango de Ley. Destacándose como novedad introducida en la reciente reforma, la afirmada de la posibilidad de que el ejercicio de la misma pueda delegarse a órgano administrativo distinto al que la tenga atribuida.

b) Irretroactividad: Solamente serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción administrativa, no pudiendo producir efectos retroactivos salvo que favorezcan al presunto infractor.

c) Tipicidad: Serán infracciones administrativas las vulneraciones del Ordenamiento Jurídico, previstas como tales por una ley. La comisión de infracciones dará lugar a la imposición de sanciones, delimitadas así mismo por Ley (leves, graves, muy graves). Se establece por tanto una reserva legal. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo sólo podrán establecer especificaciones o graduaciones a las infracciones tipificadas legalmente.

d) Responsabilidad: Pueden ser sancionadas las personas físicas o jurídicas responsables de los mismos, aún a título de simple inobservancia. Esta responsabilidad es compatible con  la exigencia de la reposición de la situación alterada a su estado original y la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados. Además, la responsabilidad podrá ser solidaria o subsidiaria: cuando la obligación incumplida, conlleve el deber de prevenir la infracción cometida por otros o el cumplimiento de las obligaciones corresponde a varias personas conjuntamente.

e) Proporcionalidad: Las sanciones, que no podrán implicar privación de libertad,  deberán guardar la debida adecuación con la gravedad del hecho, atendiendo a criterios de intencionalidad o reiteración, naturaleza de los perjuicios, reincidencia, etc.

f) Prescripción: Las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto en las leyes que se establezcan. En su defecto, las muy graves a los 3 años; graves a los dos años; leves al año, computándose desde el día de comisión de la infracción.

g) Principio  “non bis in idem”: No podrán sancionarse dos veces el mismo hecho, por lo que una vez sancionados penalmente, no podrá ser nuevamente sancionado administrativamente o a la inversa.

3.4.2.- Procedimiento Sancionador 


El procedimiento sancionador como se ha indicado, se establece en el nuevo Reglamento del Procedimiento Sancionador, pudiendo establecerse unas características generales y dos procedimientos uno el ordinario y otro abreviado.

Las características generales y principios del procedimiento se pueden extractar en las siguientes:

1.-  El ejercicio de la potestad sancionadora requiere un procedimiento establecido legal o reglamentariamente, cuya tramitación será imprescindible para la imposición de la sanción.

2.- El inculpado tiene derecho ser notificado de la acusación de los hechos y de las sanciones, a conocer la identidad del instructor y autoridad competente para imponer la sanción y norma que así lo establece, a formular alegaciones y utilizar todos los medios de defensa admitidos en el Ordenamiento Jurídico.

3.- Se podrán adoptar medidas provisionales por acuerdo motivado, para asegurar la eficacia de la resolución futura.

4.- Se establece un plazo de caducidad, ya que si transcurren dos meses desde la fecha de iniciación del procedimiento sin que se practique notificación al imputado, se procederá al archivo de la causa.

5.- Se prevé la posibilidad tanto de que el imputado reconozca voluntariamente su responsabilidad, antes de que se dicte resolución, como el pago voluntario de la sanción, en momento anterior a la resolución, en ambos casos finalizará el procedimiento.


Como ya se ha indicado, el Reglamento establece dos clases de procedimientos el procedimiento ordinario y el procedimiento simplificado cuando que el órgano competente para iniciar el procedimiento considere la infracción como leve, que se resolverá en el plazo máximo de un mes desde que se inició. El desarrollo de uno y otro procedimiento se realiza mediante los siguientes cuadros, en el que se añade aun cuando no se le aplica la presente Ley, por declaración expresa del artículo 127.3 y la Disposición Adicional 8ª, el del procedimiento de régimen disciplinario de funcionarios ordinario y el simplificado:

CUADRO Nº IVº .- Procedimiento ordinario

CUADRO Nº Vº .- Procedimiento simplificado

CUADRO VI.- Procedimiento ordinario del Régimen disciplinario de funcionarios.

CUADRO VII.- Procedimiento simplificado del Régimen disciplinario de funcionarios.

5.5.- PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS.


La nueva Ley de reforma (Ley 4/99), ha modificado ciertos aspectos puntuales de la Ley 30/92, algunos como veremos ciertamente destacables. Pero además hay que indicar que la referida ley del 92, fue objeto de desarrollo reglamentario por el Real decreto 429/1993, de 26 de Marzo por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de la Administraciones Públicas en materia de Responsabilidad Patrimonial.  


Siguiendo la estructura de la Ley (TITULO X)  analizaremos por separado la responsabilidad de la propia administración y la del personal a su servicio.

5.5.1.- RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACION.

5.5.1.1.- Evolución histórica:

En relación a la responsabilidad directa de la Administración pueden señalarse dos épocas perfectamente diferenciadas, antes de la Ley de Expropiación Forzosa y después. Las analizamos:

- Situación anterior a la Ley de Expropiación Forzosa.


Salvo en casos aislados y excepcionales (Ley de Policía de Ferrocarriles, Instrucción de Sanidad de 1904, Ley de lo Contencioso de 1988) no existía en nuestro Derecho anterior a la L.E.F. un régimen general sobre la responsabilidad patrimonial de la Administración, por lo que había que acudir a los arts. 1902 y 1903 del C.C. El juego combinado de estos preceptos permitía declarar la responsabilidad del Estado por actos propios cuando obrase a través del funcionario a quien propiamente corresponda la gestión practicada (art. 1.902) y por hecho de tercero cuando actuase por medio de un agente especial (art. 1.903).


Por este camino se llegó a la irresponsabilidad absoluta del Estado, ya que en la práctica no se localizó nunca un verdadero "agente especial" en el sentido del art. 1.903 del C.C. y respecto del funcionario (art. 1.902 C.C.), ya que su responsabilidad por vía penal estaba obstaculizada por las fórmulas tradicionales de la autorización previa, primero, y del sistema de conflictos, después, en tanto que en lo que respecta a la responsabilidad civil, a través de la vía abierta por la Ley "Maura" de 5 de abril de 1904, el resultado era semejante al exigirse como requisito sine qua non la previa reclamación por escrito de la observancia de la norma de cuya infracción habría de surgir luego la responsabilidad.


El art. 41 de la Constitución de 1931 consagró la responsabilidad subsidiaria del Estado cuando el funcionario en el ejercicio de su cargo infringiere sus deberes con perjuicio de tercero, lo que fue concretado a nivel legislativo ordinario en el art. 209 de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1935.


La guerra civil impuso un corte en esta evolución que se reanudó con la Ley de Régimen Local, cuyo Texto articulado y refundido fue aprobado en 1955, la cual consagró en sus arts. 405 a 409 la responsabilidad directa de los entes locales por los daños ocasionados como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o del ejercicio de las atribuciones de las Entidades Locales sin culpa o negligencia graves imputables directamente a sus autoridades, funcionarios o agentes y la responsabilidad subsidiaria cuando los daños fueren causados por culpa o negligencia graves imputables personalmente a los mismos.

- Situación anterior a la Constitución de 1978.


El art. 121.1 de la L.E.F. formuló el principio general de responsabilidad patrimonial de la Administración, cuyo efectivo alcance se extiende a todas las Administraciones Públicas (por lo que, aparte de la derogación formal de los arts. 405 a 409 de la Ley de Régimen Local por la L.B.R.L., la regulación antedicha había que entenderla derogada como expresamente aclara el art. 133.2 de la R.E.F. y había sancionado la jurisprudencia, entre otras, en la S.T.S. de 12 de marzo de 1975). El mencionado art. 121.1 preceptúa que dará también lugar a indemnización... toda lesión que los particulares sufran en los bienes y derechos a que esta Ley se refiere, siempre que aquélla sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, o la adopción de medidas de carácter discrecional no fiscalizables en vía contenciosa, sin perjuicio de las responsabilidades que la Administración pueda exigir de sus funcionarios por tal motivo.


La gran amplitud con que el principio está formulado no tenía sino una única limitación material, la resultante de la alusión a los bienes y derechos a que esta Ley se refiere, que podía dar pie para excluir de la fórmula legal la indemnización de los daños corporales y morales, en cuanto resultantes de una incidencia sobre bienes que la Administración no puede expropiar y que, por lo tanto, podía entenderse quedaban fuera de una Ley de Expropiación.


Esta única limitación quedó corregida de inmediato, primero por el R.E.F., cuyo art. 133 declaró explícitamente que dará lugar a indemnización toda lesión que los particulares sufran en sus bienes y derechos, siempre que sean susceptibles de ser valorados económicamente, y después, por el art. 40 de la L.R.J.A.E., que quiso dar una mayor solemnidad al principio de la responsabilidad patrimonial o del Estado incluyéndolo en una Ley básica de la organización administrativa y aprovechar, al mismo tiempo, la ocasión para depurar técnicamente la fórmula del art. 121.1 de la L.E.F. y ajustarla a las innovaciones introducidas en otros sectores por leyes generales posteriores a ella (sustancialmente la L.J.).


Dicho precepto dispone, en su apartado 1, que los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por el Estado de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que aquella lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos o de la adopción de medidas no fiscalizables en vía contenciosa.


Sobre este precepto, sumariamente completado en lo que se refiere a algunas cuestiones aplicativas por los arts. 41 y 42 de la L.R.J.A.E. y 133 a 139 del R.E.F., se edifica todo el sistema español de la responsabilidad civil de la Administración.

- Situación actual.


La Constitución de 1978 ha hecho suyo este planteamiento asumiendo en sus propios términos la cláusula general (art. 106.2: los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos), con lo cual queda firmemente asegurada la solidez del sistema y su aplicabilidad por igual a todas las Administraciones Públicas (art. 149.1.18ª C.E.).


Este panorama legislativo se complementa con la Ley que comentamos, que, en realidad, no viene a variar gran cosa y sí a consagrar la doctrina anterior complementada con la de la jurisprudencia.


Así dispone con carácter general en su art. 139 que:


Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que aquélla sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.


En todo caso, el daño alegado por los particulares habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupos de personas. La simple anulación en vía administrativa o por los Tribunales contenciosos de las resoluciones administrativas, no presupone derecho a indemnización. Esta podrá pedirse en vía contenciosa, con arreglo a la Ley de dicha jurisdicción, o en la vía administrativa prevista en el apartado siguiente.


Las Administraciones Públicas indemnizarán a los particulares por la aplicación de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos y que éstos no tengan el deber jurídico de soportar, cuando así se establezcan en los propios actos legislativos y en los términos que especifiquen dichos actos.

5.5.1.2.- Requisitos Legales.

Podemos establecer una distinción entre los requisitos objetivos y subjetivos.

A) Requisitos subjetivos:


Aunque la Ley habla sólo de particulares en cuanto a los posibles perjudicados, la jurisprudencia ha admitido dentro de este término todo tipo de personas jurídicas. 

En relación a los órganos administrativos responsables, indica que las lesiones pueden ser debidas a la actividad de los órganos Administrativos individualmente considerados o bien concurriendo varios de ellos. Así, el art. 140, recientemente modificado, establece:


"Cuando de la gestión dimanante de fórmulas colegiadas de actuación entre varias Administraciones Públicas se derive responsabilidad en los términos previstos en la presente Ley, las Administraciones intervinientes responderán de forma solidaria".


No obstante este principio general de solidaridad, la Ley de reforma introduce un criterio que desdibuja ese principio general, dando lugar a una responsabilidad individualizada: 

· Este principio de solidaridad de la responsabilidad solo será cuando no sea posible determinar la responsabilidad individual atendiendo a criterios de competencia, interés público tutelado, e intensidad de la intervención 

· El instrumento jurídico regulador de la actuación conjunta (convenio de colaboración u otro) podrá determinar la distribución de esta responsabilidad entre una u otra. 

B) Requisitos objetivos:

Son los siguientes según la ley y reiterada jurisprudencia:

1.-  Antijuricidad del perjuicio: se entiende por perjuicio antijurídico cuando el particular no tenga el deber jurídico de soportar el daño de acuerdo con la Ley.

2.- Daño efectivo y evaluable económicamente e individualizado: Las características de la lesión para que la misma dé lugar a responsabilidad son, según la ley, que el daño sea efectivo, evaluable económicamente e individualizado con razón a una persona o grupos de personas.


Si las notas de efectividad y evaluabilidad económica del daño sufrido, comunes por lo demás al Derecho privado, no ofrecen dificultades graves, ni requieren por ello mayores precisiones, supuesta su exclusiva finalidad de evitar la inclusión en el ámbito de cobertura de simples molestias subjetivas, el tercer requisito -individualización del daño  por relación a un persona o grupo de personas- sí merece atención especial.


El requisito de la individualización del daño quiere indicar, en primer lugar, que ha de tratarse de un daño concreto, residenciable en el patrimonio del reclamante y que excede además de lo que puede considerarse carga común de la vida social.

3.- Relación de causalidad: Que exista relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y el daño que se alega, por lo que se excluye la responsabilidad cuando la lesión obedezca a la fuerza mayor.


En este sentido, la propia Jurisprudencia ha distinguido el caso fortuito, caracterizado por la nota de evitabilidad, y la fuerza mayor, que como hemos visto, sí rompe la relación de causalidad caracterizado por la inevitabilidad, aun cuando pueda ser previsto es inevitable.

La nueva Ley de reforma introduce también un matiz, nuevo artículo 141,  que limita la referida responsabilidad al indicar que “no serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o técnica existentes en el momento de la producción de aquellos”,  ello sin perjuicio, como precisa este precepto, “de las prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos”.

4.- Causa de imputación: La causa primera de imputación es que el daño haya sido realizado por la Administración.


El dato de la integración en la organización administrativa del sujeto que causa el daño es básico, tanto positiva como negativamente. Por no estar integradas en la organización no imputan su actividad dañosa a la Administración los concesionarios, los contratistas administrativos y, en general, los profesionales libres que ejercitan privadamente funciones públicas (caso de los notarios).


En cuanto a las causas concretas de la responsabilidad, aludimos a las mismas al estudiar el fundamento de la responsabilidad y de la indemnización.


Estas causas veíamos que eran fundamentalmente el dolo o la culpa de la Administración (que naturalmente dará siempre lugar a responsabilidad), y aun sin darse esta culpa o dolo, el riesgo creado, el enriquecimiento indebido y el daño especial causado. Nos remitimos a lo que al comienzo del tema decíamos sobre estas causas de imputación de la responsabilidad.

4.1.3.- Procedimientos de Responsabilidad Patrimonial.


Se establece una nueva regulación en el Título X, Capítulo I. Esta nueva regulación deroga los procedimientos establecidos hasta ahora.


Esta nueva regulación determina dos tipos de procedimientos:

- Procedimiento ordinario (Art. 142).


Las características generales del presente procedimiento son las siguientes: 

a) Inicio del procedimiento: Al igual que en el procedimiento administrativo común, este tipo de responsabilidad podrá iniciarse bien de oficio o bien a instancia de parte.

b) Objeto del procedimiento: Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

c) Plazo para reclamar la responsabilidad: El derecho a reclamar prescribe al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo. En caso de daños, de carácter físico o psíquico, para las personas el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.

d) Organo competente para resolver: La regla general es que este tipo de procedimiento lo resuelva el Ministro competente, el órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas o de las Administraciones Locales y de las Entidades de Derecho Público cuando su norma de creación así lo establezca.


Excepcionalmente, lo resolverá el Consejo de Ministros, cuando una Ley así lo disponga.

e) Resolución: La resolución, según el art. 142.6 pone fin a la vía administrativa, quedando abierta la vía jurisdiccional. En cualquier caso, "si no recae resolución expresa se podrá entender desentendida la solicitud de indemnización".

f) La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso-administrativo de los actos o disposiciones administrativas no presupone derecho a la indemnización, pero si la resolución o disposición impugnada lo fuese por razón de su fondo o forma, el derecho a reclamar prescribirá al año de haberse dictado la Sentencia definitiva.


El trámite procedimental se encuentra en los artículos 4 a 13 del Reglamento anteriormente indicado, pudiendo estructurarse de la siguiente manera:

CUADRO Nº VIIIº. PROCEDIMIENTO GENERAL DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACION

- Procedimiento abreviado.


Es un procedimiento novedoso que únicamente puede establecerse cuando se haya producido una lesión como consecuencia del funcionamiento de algún servicio público y además esté claramente establecida la valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización.


Siempre que se den estas circunstancias, según el art. 143.1, el órgano competente podrá acordar la substanciación de un procedimiento abreviado, a fin de reconocer el derecho a la indemnización en el plazo de treinta días.


En cualquier caso, aún cuando se den las circunstancias mencionadas, los órganos competentes podrán acordar o proponer que se rija por el procedimiento general.

El trámite procedimental se encuentra en los artículos 14 a 17 del Reglamento anterior mente indicado, pudiendo estructurarse de la siguiente manera:

CUADRO Nº IXº . PROCEDIMIENTO ABREVIADO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACION


Por último hay que destacar que en el caso de transcurrir 30 días desde la iniciación del procedimiento sin que haya recaído resolución, se haya formalizado acuerdo o se haya levantado la suspensión del procedimiento general, según el artículo 17.2 del Reglamento, podrá entenderse  que la resolución es contraria a la indemnización del particular.

- Responsabilidad de la Administración en el ámbito privado.


Cuando las Administraciones Públicas actúen en relaciones de derecho privado, responderán directamente de los daños y perjuicios causados por el personal que se encuentre a su servicio, considerándose la actuación del mismo, actos propios de la Administración bajo cuyo servicio se encuentre. La responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los arts. 139 y ss, (es decir, mediante el procedimiento ordinario o el procedimiento abreviado).

5.5.2.- RESPONSABILIDAD DE LAS AUTORIDADES Y PERSONAS AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS.


El interesado en un procedimiento o bien los particulares en general, podrán exigir a las Administraciones Públicas correspondientes las indemnizaciones por los daños ocasionados no sólo por la Administración en general, sino los causados por las autoridades a su servicio. Esta exigencia de responsabilidad podrá hacerse efectiva ante la propia Administración o bien ante los propios Tribunales, si ello procede.


En cualquier caso, si se exige ante la Administración, ésta podrá repercutir dicha exigencia al funcionario o autoridad responsable.


Para ello, la Administración valorará:

· el resultado dañoso producido;

· la existencia o no de intencionalidad;

· la responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones Públicas; y

· la relación con la producción del resultado dañoso.


En este sentido se manifiestan los arts. 145 y 146.

Artículo 145:

"1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere el Capítulo I de este Título, los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio.

2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado directamente a los lesionados podrá exigir de sus Autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, culpa o negligencia grave, previa la instrucción del procedimiento que reglamentariamente se establezca.


Para la exigencia de dicha responsabilidad se ponderarán, entre otros, los siguientes criterios: el resultado dañoso producido, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones Públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.

3. Asimismo, podrá la Administración instruir igual procedimiento a las Autoridades y demás personal a su servicio por los daños o perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera incurrido dolo, culpa o negligencia grave. 


Se introduce por la ley de reforma el siguiente párrafo: “ En este supuesto, los criterios de ponderación aplicables serán los previstos en el punto 2”.

4. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa.

5. Lo dispuesto en los párrafos anteriores, se entenderá sin perjuicio de pasar, si procede, el tanto de la culpa a los Tribunales competentes".

Artículo 146:

"1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la responsabilidad civil dimanente de delito,  se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente.

2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas no suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan ni interrumpirá el plazo de prescripción para iniciarlos, salvo que la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la responsabilidad patrimonial".


Es importante señalar que en el supuesto de exigir responsabilidad en vía administrativa, la resolución declaratoria de la responsabilidad, pondrá fin a la vía administrativa.

El trámite procedimental se encuentra en el artículo 21 del Reglamento anteriormente indicado, pudiendo estructurarse de la siguiente manera:

CUADRO Nº X. PROCEDIMIENTO  DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE AUTORIDADES Y PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN

4.- REVISION DE ACTOS EN VIA ADMINISTRATIVA: LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

El Titulo VIIIº de la Ley 30/92 regula dos supuestos distintos en sus dos capítulos , en el primero la revisión por la propia administración de sus propios actos y el segundo, cuando esta revisión se produce por la formulación de un recurso administrativo. 

Este ha sido uno de los títulos mas afectados por la ley de reforma (Ley 4/99) que ha modificado en mayor o menor medida 14 de los 19 artículos que lo componen. 

4.1.- REVISIÓN  DE OFICIO DE LOS ACTOS ADMINITRATIVOS


En este capítulo se regula, como ya hemos dicho, una serie de supuestos que determinan que la propia Administración pueda modificar o dejar sin efecto sus propios actos. 

El procedimiento para la revisión de oficio, ha sido reformado por la nueva ley, para, según la exposición de Motivos, “reforzar las garantías de los ciudadanos frente a la actuación de la Administración”,    

Los supuestos revisión que se contemplan y analizaremos son los siguientes: 

· Revisión de disposiciones y actos nulos

· Declaración de lesividad de actos anulables

· Revocación de actos y rectificación de errores

Con carácter previo, es conveniente destacar unos aspectos generales aplicables a los referidos supuestos de revisión de oficio: 

1. El artículo 106 establece los límites de la facultad de revisión, ya que se indica que las facultades de revisión no podrán ser ejercitadas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes.

2. Posibilidad de Suspensión provisional del acto objeto del procedimiento de revisión de oficio, del ya que iniciado el órgano competente para resolver podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

 4.1.1.- Revisión de disposiciones y actos nulos



Las Administraciones Públicas podrán, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud del interesado, declarar de oficio la nulidad de actos administrativos propios de acuerdo con las siguientes condiciones:

a) Se referirá a algún acto administrativo nulo de pleno derecho de los enumerados en el artículo 62.1, que hayan puesto fin a la vía administrativa o contra los que no se hayan sido recurridos en plazo; en concreto: 

· Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.

· Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del terri​torio.

· Los que tengan un contenido imposible.

· Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.

· Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.

· Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.

· Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de rango legal.

b) Se referirá alguna resolución nulas de pleno derecho de las enumerados en el artículo 62.2, por:

· Vulnerar la Cons​titución, las leyes u otras disposiciones adminis​trativas de rango superior, 

· Regular materias reservadas a la Ley

· Establecer la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favora​bles o restrictivas de derechos individuales.

c) Que con carácter previo se obtenga dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere. 

d) Que sea admitido a trámite por el órgano competente. Este nuevo trámite de inadmisión ha sido introducido por le Ley de reforma, ya que indica el nuevo artículo 102.3 que éste podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los inte​resados y sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 62 o carezcan manifiestamente de fundamento,  así como en el supuesto de que se hubieran deses​timado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

- Efectos: 

El efecto fundamental es la declaración de la nulidad de la disposición o acto, sin perjuicio de que, tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma.

Además, el órgano administrativo podrá esta​blecer, en la misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en los artículos 139.2 y 141.1 de la  Ley

En el supuesto de que no se dicte resolución expresa, los efectos son distintos pues cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de tres meses desde su inicio producirá la caducidad del mismo; si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.


4.1.2.- Declaración de Lesividad de actos anulables


Es importante destacar dentro de este apartado que la Ley de reforma elimina la posibilidad de la administración de revisión de actos anulables que preveía el antiguo art. 103, con lo que obliga a la administración  pública a acudir a los tribunales si quiere revisarlos, mediante la pertinente previa declaración de lesividad y posterior impugnación. Según la exposición de motivos de la Ley con ello se coloca a la administración y a los ciudadanos en una posición equivalente. 

Las Administraciones públicas, solo podrán realizar la llamada  declaración de lesividad, si bien posteriormente han de iniciar un procedimiento contencioso administrativo ante la autoridad judicial que será la que en definitiva deje sin efecto el acto administrativo.

Así el artículo 103 actual simplemente regula las condiciones y procedimiento de la referida declaración y no una forma de revisión de actos y resoluciones administrativas. En concreto las condiciones  son las siguientes:

1. Debe de tratarse de actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley, ("Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder").

2. En relación al plazo, indica la Ley que se no podrá, una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo.

3. Exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el expediente administrativo.

4. Es necesario que la adopte el órgano competente. En relación a éste se dispone que:

· - Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autó​nomas. la declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia.

· - Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad

5. Si Transcurre el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo.

4.1.3.- Revocación de actos


En esta materia el nuevo artículo 105 refuerza sus límites, añadiendo que no puede constituir dispensa o exención no permitida en las leyes ni ser contraria al principio de igualdad o al interés público.


Las Administraciones Públicas podrán revocar en cualquier momento sus actos, expresos o presuntos, no declarativos de derechos y los de gravamen, siempre que tal revocación:

· no constituya dispensa o exención no permitida en las leyes

· sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.

4.1.4.- Rectificación de errores



Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, o de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.

4.2.- RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

4.2.1.- Concepto y notas características.


Se definen los recursos administrativos como "actos del administrado mediante los que éste pide a la propia Administración la revocación o reforma de un acto simple o de una disposición de carácter general de rango inferior a la ley en base a un título jurídico específico, y su sustitución por otro, conforme a los intereses del recurrente”. En este concepto no se incluyen las peticiones, las quejas y las reclamaciones contra resoluciones provisionales. En todo caso, debe quedar claro que se trata de recursos que se interponen ante la propia Administración. De ahí su calificación de "recursos administrativos".


Las notas que caracterizan a los recursos son, las siguientes:

· Se interponen ante la Administración y se resuelven por la propia Administración.

· Suponen una vía previa a la jurisdicción contencioso-administrativa: el particular tiene, por regla general, la obligación de someter previamente su pretensión a la Administración. Son, en definitiva, presupuesto de la impugnación jurisdiccional.

· No suponen una petición graciable, sino un recurso contra un acto o reglamento previos, que debe ser resuelto por ampararse en un título jurídico específico (el derecho subjetivo o el interés legítimo lesionados).

Respecto al sistema de recursos previsto en el capi​tulo II se producen importantes modificaciones. De las misma podemos destacar las siguientes: 

1. Se modifica el sistema de recursos de la Ley contra resoluciones no firmes, estableciendo el recurso de reposición con carácter potestativo y se recupera el recurso de alzada, volviendo al sistema tradicional de la Ley del 58, no regulándose el recurso ordinario introducido por le Ley 30/92.

2. Se mantiene el  recurso de revisión contra actos firmes, introduciéndose en el artículo 119 un trámite de inadmisión similar al previsto para la revisión de oficio.

3. Se prevé que a los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de la modificación no les será de aplicación la misma, salvo en lo relativo al sistema de recursos

4. Se modifican los casos de actos que agotan la vía administrativa, previstos en el artículo 109

5. Se suprime la llamada comunicación previa a la Admi​nistración que debían formular los interesados antes de interponer el recurso contencioso-administrativo.

6. Se mantiene la regla general de la no suspensión, del acto administrativo en vía de recurso si bien se introducen, con las cautelas adecuadas, algunos criterios que la jurisprudencia había manifestado reiteradamente sobre la tutela cautelar, autorizándose la posibilidad de que la suspensión, en el marco del prin​cipio de razonabilidad, puede prolongarse sin solución de continuidad hasta la sede jurisdiccional.

4.2.2.- Clases de recursos.

Según la actual Ley existen tres clases distintos de recursos:

a) El recurso de alzada, que procede contra resoluciones que no ponen fin a la vía administrativa en base a motivos de nulidad o anulabilidad. Interponiéndose ante el superior jerárquico del órgano que dictó el acto o resolución recurrida.

b) El recurso de reposición, de carácter potestativo, que se interpone  contra actos que ponen fin a la vía administrativa y ante el mismo órgano que dicto el acto o resolución recurrida

c) El recurso extraordinario de revisión sólo procede en los casos expresamente previstos por el legislador y han de fundarse necesariamente en motivos tasados por la Ley. Es requisito indispensable para poder interponer este recurso, que se haya puesto fin a la vía administrativa, que no se haya interpuesto recurso administrativo en plazo.


Con independencia de la existencia de estos tipos de recurso, la Ley determina la posibilidad de sustituir el recurso de alzada o el de reposición, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación o reclamación, incluidos los de conciliación, mediación y arbitraje.

4.2.3.- Condiciones generales de la tramitación de los recursos.


a) Escrito de interposición

El procedimiento se inicia siempre a instancia de parte mediante el escrito de interposición, en el que se hará constar:

a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo.

b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.

c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identifi​cación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a efectos de notificaciones.

d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige.

e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas.

El error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tra​mitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter.

Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado.

b) Suspensión del acto administrativo

Con carácter general, determina el artículo 111 que la interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado. 

No obstante ello, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación. suficientemente razo​nada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el perjuicio que se causa al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias:

· Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

· Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho pre​vistas en el artículo 62.1 de la Ley.

Cuando de la suspensión puedan derivarse per​juicios de cualquier naturaleza, aquélla sólo producirá efectos previa prestación de caución o  garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos reglamentariamente.

Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas, la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que aquél se insertó.


En la misma línea de la regulación del silencio, indica que la ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurridos treinta días desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro del órgano competente para decidir sobre la misma, éste no ha dictado resolución expresa al respecto.

c) Audiencia al interesado.


Es importante tener en cuenta las normas relacionadas con la audiencia al interesado por cuanto supone una garantía para el administrado y por ser expresamente requerido por la Constitución. Así, el art. 112 establece que cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.


No se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho.


Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado, aleguen cuando estimen procedente.


El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este artículo. Tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la resolución impugnada.

4.2.4.- Recurso de alzada.


Los artículos 114 y siguientes establecen una serie de reglas, que podemos esquematizar de la siguiente manera:

- Objeto. Cabe contra las resoluciones que no pongan fin a la vía administrativa y los actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar un procedimiento o produzcan indefensión, en base a motivos de nulidad o anulabilidad.

- Organo competente para resolver. El superior jerárquico del que dictó el acto o resolución recurrida.

- Plazo. Será de un mes, si el acto fuera expreso. Si no lo fuera, el plazo será de tres meses y se contará, para el solicitante y otros posibles inte​resados, a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo. Transcurridos dichos plazos sin haberse inter​puesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos; sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión.

- Motivo. Cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad; los vicios y defectos que hagan anulable el acto no podrán ser alegados por los causantes de los mismos.

- Resolución presunta. Transcurridos tres meses desde la interposición sin que recaiga resolución, se podrá entender desestimada y quedará expedita la vía precedente.

b) Recurso de reposición

· Objeto. Cabe contra las resoluciones que pongan fin a la vía administrativa

· Organo competente para resolver. El mismo que dictó el acto o resolución recurrida.

· Plazo. Será de un mes, si el acto fuera expreso. Si no lo fuera, el plazo será de tres meses y se contará, para el solicitante y otros posibles inte​resados, a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo. Transcurridos dichos plazos sin haberse inter​puesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos; sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.

· Motivo. Cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad; los vicios y defectos que hagan anulable el acto no podrán ser alegados por los causantes de los mismos.


c) Recurso de revisión.

- Objeto: Tal como se ha dicho anteriormente, el recurso extraordinario de revisión, únicamente cabe contra actos que agoten la vía administrativa o contra los que no se haya interpuesto recurso. Así se reconoce en los arts. 118 y siguientes. Sin embargo, debemos remitirnos al art. 109, donde se establece qué actos ponen fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de los recursos de alzada.

b) Las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se refiere el artículo 107.2.

c) Las resoluciones de los órganos administra​tivos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario.

d) Las demás resoluciones de órganos admi​nistrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca.

e) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento

f) demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca.

Este es el primer requisito exigible para poder interponer el recurso de revisión. Sin embargo, no es el único, ya que el art. 118 establece que, además deben concurrir algunas de las circunstancias que enumera. Para mejor comprensión y visión en conjunto de ambos requisitos, transcribimos literalmente dicho artículo:


“

1. Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.

2. Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencian el error de la resolución recurrida.

3. Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.

4. Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho. violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judi​cial firme.”

- Interposición: El recurso extraordinario de revisión se inter​pondrá, cuando se trate de la causa 1, antes indicada dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los demás casos al plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de estos documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme.

- Resolución:   El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no se fun​de en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.

Debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del recurso sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido.

Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa.
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